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REPARACIÓN DEL DAÑO EN EL DELITO DE HOMICIDIO. PARA QUE SE CONDENE A ELLA
BASTA QUE EL JUZGADOR TENGA POR ACREDITADA LA COMISIÓN DEL ILÍCITO
(LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL).
  
  
Si bien es cierto que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 31 del Código Penal para el
Distrito Federal, la reparación del daño será fijada por los Jueces, de acuerdo con las pruebas
obtenidas en el proceso, también lo es que tratándose del delito de homicidio, al resultar claro que
tal reparación no puede consistir en la devolución de la cosa obtenida con motivo del delito o en el
pago de su precio, ni tampoco en el resarcimiento de los perjuicios ocasionados con su comisión,
toda vez que, por una parte, es imposible restituir la vida de una persona y, por otra, ésta tampoco
puede ser valuada económicamente por no encontrarse en el comercio, lo que, a su vez, trae como
consecuencia que no sea viable que los beneficiarios o derechohabientes puedan exigir el lucro
cesante por una falta de ganancia o de acrecentamiento patrimonial derivada de la muerte de la
víctima, la aludida reparación debe circunscribirse al pago de una indemnización por los daños
materiales o morales causados a que se refiere la fracción II del artículo 30 del propio código,
siendo que es de reconocido derecho que los primeros sí pueden ser objeto de prueba, al revestir
un contenido económico patrimonial y, por tanto, objetivo, mientras que los segundos, al no
compartir esa misma naturaleza, deben sujetarse a reglas especiales de valoración. Ahora bien, si
en este aspecto, el artículo 30, último párrafo, del mencionado código punitivo establece, de manera
especial, que tratándose de delitos que afecten la vida, el monto de la reparación del daño no podrá
ser menor del que resulte de aplicarse las disposiciones relativas de la Ley Federal del Trabajo,
cuyos artículos 500 y 502 prevén una indemnización equivalente a dos meses de salario mínimo por
gastos funerarios (daño material) y una cantidad adicional, equivalente a setecientos treinta días de
salario mínimo, con la cual se pretende compensar el daño moral, es inconcuso que de manera
imperativa obliga al juzgador en este tipo de delitos, a condenar a la reparación del daño,
simplemente con tener por acreditada la comisión del delito de homicidio, por lo que, en principio, no
es necesario que el Ministerio Público o los interesados aporten mayores pruebas para acreditar el
daño causado, salvo en el caso de que consideren que los daños son superiores a los previstos en
la legislación laboral, pues en este supuesto encontraría plena aplicación el principio general
contenido en el primer párrafo del artículo 31 del Código Penal para el Distrito Federal, en relación
con el primer párrafo del artículo 34 del propio ordenamiento legal, en virtud de que el aludido
artículo 30, último párrafo, sólo establece una base mínima a la cual deberá sujetarse el juzgador
para calcular el monto de la indemnización.
  
  
Contradicción de tesis 102/2000-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo
y Tercero en Materia Penal del Primer Circuito. 13 de junio de 2001. Cinco votos. Ponente: José de
Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria: Carmina Cortés Rodríguez.
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Tesis de jurisprudencia 88/2001. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de
quince de agosto de dos mil uno, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros:
presidente en funciones Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, Juan N. Silva
Meza y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo.
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HOMICIDIO CALIFICADO. EL ARTÍCULO 242, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO
DE MÉXICO, QUE ESTABLECE LAS PENAS APLICABLES PARA QUIEN COMETA ESE DELITO,
NO VIOLA LA GARANTÍA DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY PENAL.
  
  
El delito de homicidio previsto en el artículo 241 del citado ordenamiento legal se actualiza cuando
se priva de la vida a una persona; sin embargo, el estudio relativo a ese ilícito no debe hacerse
aisladamente, sino que han de analizarse las diversas circunstancias bajo las cuales se actualiza el
supuesto referido, atendiendo, en su caso, al artículo 245 del mencionado Código, que establece las
diversas calificativas para el delito de homicidio, por lo que en caso de actualizarse dichas hipótesis
-las señaladas en los aludidos numerales 241 y 245- debe remitirse al artículo 242 del citado
ordenamiento que prevé las sanciones aplicables para ese delito y dispone la pena mínima y la
máxima a imponer. En congruencia con lo anterior, se concluye que el artículo 242, fracción II, del
Código Penal del Estado de México, que establece las penas aplicables para quien cometa el delito
de homicidio calificado, no viola la garantía de exacta aplicación de la ley penal contenida en el
artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en virtud
de que los supuestos de individualización de la conducta reprochable se describen claramente en
los artículos aludidos.
  
  
Amparo directo en revisión 634/2006. 5 de julio de 2006. Cinco votos. Ponente: Sergio A. Valls
Hernández. Secretaria: Miriam Flores Aguilar.
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HOMICIDIO CALIFICADO. EL ARTÍCULO 128 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO
FEDERAL QUE PREVÉ LAS PENAS APLICABLES A QUIENES COMETAN ESE DELITO, NO
VIOLA EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS
MEXICANOS.
  
  
El artículo 128 del Código Penal para el Distrito Federal, al establecer que a quien cometa homicidio
calificado se le impondrán de veinte a cincuenta años de prisión, no viola el principio de
proporcionalidad de las penas contenido en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en razón de que si bien el delito de homicidio en su forma básica se sanciona
con una pena cuya temporalidad es de ocho a veinte años de prisión, es evidente que atento a la
naturaleza del ilícito, la suma importancia del bien jurídico protegido, y la forma especial de su
ejecución, o por el proceso motivacional que lo determinó, el legislador consideró sancionarlo con
más severidad, lo cual respeta el principio de razonabilidad jurídica, pues en el caso del delito de
homicidio calificado es más reprochable el desvalor de la conducta desplegada.
  
  
Amparo directo en revisión 1405/2009. 7 de octubre de 2009. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva
Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz.
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HOMICIDIO O LESIONES COMETIDOS EN FORMA CULPOSA CON MOTIVO DEL TRÁNSITO
DE VEHÍCULOS. PARA ACREDITAR QUE EL SUJETO ACTIVO CONDUCÍA BAJO EL INFLUJO
DE ALGÚN NARCÓTICO, NO ES SUFICIENTE EL DICTAMEN DE ORINA PARA REVELAR QUE
SE ENCONTRABA BAJO SUS EFECTOS, SINO QUE ES NECESARIO VALORARLO
CONJUNTAMENTE CON OTROS ELEMENTOS DE PRUEBA (LEGISLACIONES DEL ESTADO
DE CHIAPAS Y DEL DISTRITO FEDERAL).
  
  
Los artículos 61, segundo párrafo, del Código Penal para el Estado de Chiapas abrogado (numeral
89 del mismo ordenamiento legal vigente) y 140, fracción III, del Código Penal para el Distrito
Federal, establecen una hipótesis para la imposición de penas cuando el sujeto activo conduce un
vehículo y comete homicidio o lesiones en forma culposa en estado de ebriedad o bajo el influjo de
estupefacientes, psicotrópicos u otras sustancias que produzcan efectos similares. Al respecto, el
legislador tomó en cuenta las circunstancias específicas en las que el sujeto activo se encuentra al
realizar la conducta, considerando la influencia que producen los narcóticos sobre su persona,
porque es en ese momento cuando está disminuida su capacidad para conducir un vehículo con el
cuidado posible y adecuado que se requiere, causando homicidio o lesiones. Ahora bien, para
determinar que el sujeto activo se encontraba bajo el influjo de tales sustancias, es insuficiente que
se detecten en la orina metabolitos producto de algún narcótico, ya que éstos sólo demuestran su
consumo, pero no necesariamente que el sujeto activo, al realizar la conducta prohibida, estaba
bajo su influencia, esto es, produciendo determinados efectos capaces de influir en el modo de
conducir. Por lo tanto, para acreditar que el activo conducía bajo el influjo de algún narcótico, dicha
pericial debe ser valorada conjuntamente con otros elementos de prueba, de entre los que destaca
el juicio clínico de expertos o profesionales, que integre la información bioquímica disponible con la
información sistematizada acerca del comportamiento del sujeto en el momento del evento o en el
periodo inmediatamente posterior al mismo, sin menoscabo de otros medios de convicción, como
pudieran ser pruebas testimoniales o partes policiacos.
  
  
Contradicción de tesis 242/2010. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en
Materia Penal del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito. 30 de marzo
de 2011. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretaria: Carmina Cortés
Rodríguez.
 
Tesis de jurisprudencia 44/2011. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de
fecha seis de abril de dos mil once.
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LIBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCIÓN. PROCEDE CONCEDERLA RESPECTO DEL
HOMICIDIO EN RIÑA, POR NO CONSIDERARSE COMO DELITO GRAVE (LEGISLACIONES DE
QUERÉTARO, PUEBLA Y SAN LUIS POTOSÍ).
  
  
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 1a./J. 2/2002, publicada
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XV, abril de 2002,
página 289, sostuvo que para resolver sobre la procedencia o improcedencia de la libertad
provisional bajo caución es necesario tomar en cuenta que el delito, con sus modificativas o
calificativas por las que se dictó el auto de formal prisión, no esté considerado como grave por la
ley. Por otra parte, acorde con las legislaciones penales de los Estados de Querétaro, Puebla y San
Luis Potosí, se advierte que el delito de homicidio en riña se integra por el tipo de homicidio simple
más su modificativa de riña, por lo que para considerar al primero como grave debe clasificarse
expresamente en esa categoría por la legislación punitiva local. Por tanto, si en los códigos de
procedimientos penales de dichas entidades están contempladas como graves diversas
modalidades del delito de homicidio, pero no la riña, entonces esta última no puede considerarse
como tal y por tanto, procede conceder al inculpado la libertad provisional bajo caución que solicite.
  
  
Contradicción de tesis 396/2010. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado del
Vigésimo Segundo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito y el Primer Tribunal
Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito. 6 de abril de 2011. Cinco votos. Ponente: Olga
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Nínive Ileana Penagos Robles.
 
Tesis de jurisprudencia 51/2001. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de
fecha veintisiete de abril de dos mil once.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Penal
Tesis: 1a./J. 51/2011 (9a.) Fuente: Semanario Judicial de la
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HOMICIDIO. CONCEPTO DE CONCUBINATO EN MATERIA PENAL (LEGISLACIÓN DEL
ESTADO DE MÉXICO).
  
  
El artículo 242, fracción III, del Código Penal vigente en el Estado de México, establece que por el
delito de homicidio se sancionará al que lo cometa en contra de su concubina o concubinario, de
cuyo texto se advierte que es un tipo especial, porque se encuentra integrado con los elementos
"dar muerte a otra persona" del tipo básico (homicidio), al cual subsume y agrega, como
característica distintiva, que la víctima sea, en el caso, un "cónyuge, concubina o concubinario". En
ese tenor, si entre los elementos normativos de valoración jurídica que integran el tipo que describe
al delito especial que nos ocupa se encuentra el que la víctima sea concubinario o concubina, figura
jurídica que regula la legislación civil, es a la que se debe acudir para construir su alcance en el
aspecto penal. Sin que dicha remisión pueda considerarse como una aplicación analógica de la ley
penal por el hecho de que tanto el Código Penal como el de Procedimientos Penales, ambos del
Estado de México, no prevén ni definen los elementos jurídicos normativos del concubinato ni
establezcan el término o el concepto del mismo. Lo anterior, en razón de que debe tenerse presente
que las normas punitivas se componen de la descripción de una conducta que configura la
infracción y el señalamiento de la sanción que ha de aplicarse a quien realice la conducta tipificada.
En este sentido, si la legislación civil considera al concubinato como la relación de hecho que tienen
un hombre y una mujer, que sin estar casados y sin impedimentos legales para contraer matrimonio,
viven juntos, haciendo una vida en común por un periodo determinado; en tal virtud, para determinar
el elemento normativo que prevé la fracción III, del artículo 242 de la legislación penal invocada, no
se puede partir de la idea de considerar concubina o concubinario a cualquier pareja o personas
que vivan juntos si no reúnen los requisitos que exige el dispositivo civil invocado.
  
  
Contradicción de tesis 285/2011. Entre las sustentadas por el Primer y el Segundo Tribunales
Colegiados, ambos en Materia Penal del Segundo Circuito. 29 de febrero de 2012. La votación se
dividió en dos partes: mayoría de cuatro votos por lo que se refiere a la competencia. Disidente:
José Ramón Cossío Díaz. Unanimidad de cinco votos en cuanto al fondo. Ponente: Olga Sánchez
Cordero de García Villegas. Secretaria: Rosalía Argumosa López.
 
Tesis de jurisprudencia 53/2012 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en
sesión de fecha veintiocho de marzo de dos mil doce.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Penal
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CALIFICATIVAS DEL DELITO DE HOMICIDIO, PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 138 DEL CÓDIGO
PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL. CONSTITUYEN UN TIPO PENAL COMPLEMENTADO.
  
  
La doctrina clasifica a los tipos penales en orden a su estructura en básicos, especiales y
complementados. Los primeros se caracterizan por tener plena independencia y servir de
fundamento para que se desprendan otras figuras típicas, derivadas o autónomas -éste es el caso
del homicidio previsto en el artículo 123 del Código Penal para el Distrito Federal-. En cambio, los
especiales se configuran con los componentes del tipo fundamental o básico y la adición de nuevos
elementos estructurales para constituir una nueva figura típica autónoma con penalidad específica.
Y los tipos complementados, también denominados circunstanciados o subordinados, se configuran
cuando circunstancias concretas se añaden a la figura fundamental sin generar un nuevo tipo penal
autónomo; así, subsiste el tipo penal básico con independencia de las circunstancias agregadas,
que al tener el carácter de agravantes o atenuantes, influyen en el aumento o disminución de la
pena, pues no dependen de la esencia del delito, sino sólo califican su gravedad. En este último
rubro de la clasificación enunciada se ubica el artículo 138 del Código Penal para el Distrito Federal,
en el que se prevén las hipótesis y circunstancias calificativas que agravan la acción ilícita de
homicidio, configurativa del tipo penal básico descrito en el precepto 123, a la que le es aplicable la
sanción establecida en el numeral 128 del mismo ordenamiento legal.
  
  
Amparo directo en revisión 1453/2012. 4 de julio de 2012. Cinco votos. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Penal
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HOMICIDIO CALIFICADO. LOS ARTÍCULOS 128 Y 138 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL
DISTRITO FEDERAL, AL PREVER UNA SANCIÓN MÁS SEVERA QUE LA DEL TIPO BÁSICO,
CUANDO SE ACTUALICE ALGUNA DE LAS HIPÓTESIS O CIRCUNSTANCIAS QUE EL
SEGUNDO DE LOS NUMERALES SEÑALA, NO VIOLAN EL DERECHO FUNDAMENTAL NON
BIS IN IDEM CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 23 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.
  
  
La aplicación de los citados numerales para sancionar con una penalidad más severa el delito de
homicidio calificado, que la correspondiente por la comisión simple de la conducta ilícita, no violan el
derecho fundamental non bis in idem, tutelado por el artículo 23 de la Constitución Federal, porque
no conlleva la imposición de una penalidad doble o una recalificación sobre un mismo hecho. Lo
anterior implica que el incremento del reproche jurídico penal obedece a la actualización de
determinadas circunstancias que concurren en la comisión del delito (ventaja, traición, alevosía,
motivación por retribución, entre otras), que determinan la agravación de la conducta y la sanción.
Además, porque de actualizarse alguna calificativa, la sanción aplicable será la prevista en el
artículo 128 del Código Penal para el Distrito Federal, que sanciona el delito calificado, porque tal
supuesto excluye la aplicación de la punibilidad señalada para el homicidio simple en el artículo 123
del citado ordenamiento legal.
  
  
Amparo directo en revisión 1453/2012. 4 de julio de 2012. Cinco votos. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez.
  
  
 

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
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HOMICIDIO CALIFICADO. LOS ARTÍCULOS 128 Y 138 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL
DISTRITO FEDERAL, QUE DETERMINAN LA APLICACIÓN DE UNA SANCIÓN AGRAVADA EN
COMPARACIÓN CON LA PREVISTA PARA EL DELITO SIMPLE, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE
PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 22 DE LA
CONSTITUCIÓN FEDERAL.
  
  
La previsión normativa para sancionar el delito de homicidio agravado no comprende una doble
calificación o sanción de la conducta, sino la previsión de acciones concretas y la gradualidad del
reproche en torno a las circunstancias que confluyen en su realización. Así, la sanción de 8 a 20
años de prisión prevista en el artículo 123 del Código Penal para el Distrito Federal, es aplicable
únicamente a la acción de homicidio doloso neutro o simple intencional. En cambio, cuando
concurre alguna circunstancia a las que se refiere el precepto 138, que agrava el reproche de la
conducta, entonces la pena aplicable será de 20 a 50 años de prisión, en términos del numeral 128,
pues ello obedece al incremento gradual en un marco de proporcionalidad de la sanción. La
racionalidad jurídica que hay detrás de esta decisión legislativa es establecer una diferenciación al
momento de sancionar una conducta de acuerdo a la actualización de las hipótesis o circunstancias
que le imprimen gravedad, como sucede cuando se priva de la vida a una persona mediante
ventaja, traición, alevosía o por retribución, entre otras. Por tanto, los artículos 128 y 138 del Código
Penal para el Distrito Federal, al prever una sanción más severa que la aplicable al delito simple,
por actualizarse alguna de las hipótesis o circunstancias que el segundo de los numerales señala,
no violan el principio de proporcionalidad de las penas previsto en el artículo 22 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, que impone la correlación con la gravedad del delito que
se sanciona y la intensidad de afectación al bien jurídico.
  
  
Amparo directo en revisión 1453/2012. 4 de julio de 2012. Cinco votos. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretario: Julio Veredín Sena Velázquez.
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HOMICIDIO Y LESIONES. LOS ARTÍCULOS 110 Y 112 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS
PENALES DEL ESTADO DE MICHOACÁN, QUE REGULAN ASPECTOS RELACIONADOS CON
LAS PRUEBAS QUE PERMITEN ACREDITAR ESOS DELITOS, NO VULNERAN LA GARANTÍA
DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY PENAL.
  
  
Este alto tribunal ha interpretado la garantía de exacta aplicación de la ley penal contenida en el
tercer párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como un
mandato dirigido al legislador, referido a la descripción de las conductas típicas, previsión de la
pena y su imposición, no en el sentido de regir sobre disposiciones de naturaleza procesal; así,
sentó el criterio de que las normas que regulan el procedimiento penal, en principio, no pueden
contravenirla. En ese sentido, los artículos 110 y 112 del Código de Procedimientos Penales del
Estado de Michoacán, que regulan aspectos relacionados con las pruebas que permiten acreditar,
respectivamente, los ilícitos de homicidio y lesiones previstos en la legislación sustantiva penal de
esa entidad, no vulneran dicha garantía constitucional, ya que son preceptos de carácter adjetivo,
es decir, no describen hechos catalogados como delito, y aun cuando contienen disposiciones que
permiten tenerlos por comprobados, éstas no son de las que adicionan o disminuyen elementos a
los tipos penales respectivos.
  
  
Amparo directo en revisión 1071/2012. 5 de septiembre de 2012. Mayoría de tres votos. Disidentes:
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Guillermo I.
Ortiz Mayagoitia. Secretario: Horacio Nicolás Ruiz Palma.
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DEFENSA ADECUADA. EL ARTÍCULO 124 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL,
AL NO PREVER UN PLAZO DENTRO DEL CUAL UNA LESIÓN DEBA CONSIDERARSE COMO
MORTAL, NO TRANSGREDE ESE DERECHO FUNDAMENTAL, PUES LA POSIBILIDAD DE
SEGUIR EL PROCESO POR EL DELITO DE LESIONES O DE HOMICIDIO NO ES INDEFINIDA,
SINO QUE ESTÁ ACOTADA AL MOMENTO EN QUE SE FORMULEN LAS CONCLUSIONES
ACUSATORIAS.
  
  
El hecho de que el citado precepto no prevea un plazo dentro del cual una lesión deba considerarse
como mortal, no transgrede ese derecho fundamental, pues no produce un estado de incertidumbre
indefinida que por sí mismo limite las defensas del inculpado, pues la posibilidad de que se le siga
un proceso por su probable responsabilidad en el ilícito de lesiones o, eventualmente, por el delito
de homicidio, no se presenta como una circunstancia imprecisa, sino acotada al momento en que se
formulen las conclusiones acusatorias con las cuales se concrete la pretensión punitiva del Estado y
se determine la Litis a la cual deberá atender el juzgador. En efecto, no es la temporalidad en la que
puede acontecer el hecho fatal de la muerte, sino la duración del proceso y la etapa del mismo en
que tal evento acontezca, la que definirá el delito por el que se siga la causa penal, de ahí que el
procesado no ve disminuido su derecho a una eficaz defensa referida al delito de lesiones o al de
homicidio, ya que si una vez instaurado el proceso se da la consecuencia de la muerte por las
lesiones, tendrá expedito el derecho de aportar las pruebas en relación con la causalidad, tal como
lo establece el artículo 124 del citado Código punitivo.
  
  
Amparo directo en revisión 947/2011. 10 de enero de 2013. Mayoría de diez votos. Disidente: Olga
Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Jaime
Santana Turral.
 
El Tribunal Pleno, el dieciocho de abril en curso, aprobó, con el número XXIV/2013 (10a.), la tesis
aislada que antecede. México, Distrito Federal, a dieciocho de abril de dos mil trece.
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EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY PENAL. EL ARTÍCULO 124 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL
DISTRITO FEDERAL, AL NO PREVER UN PLAZO DENTRO DEL CUAL UNA LESIÓN SE DEBA
CONSIDERAR COMO MORTAL, NO TRANSGREDE ESE DERECHO FUNDAMENTAL, POR NO
RESULTAR UN ELEMENTO INDISPENSABLE DEL TIPO PENAL DEL DELITO DE HOMICIDIO
(ABANDONO DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LA TESIS P. VIII/95).
  
  
La circunstancia de que el citado precepto no prevea un plazo dentro del cual una lesión deba
considerarse como mortal, es insuficiente para estimar que transgrede el derecho fundamental a la
exacta aplicación de la ley penal contenido en el artículo 14, párrafo tercero, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tratarse de un elemento que no resulta indispensable
para la descripción del tipo penal de homicidio a causa de una lesión, pues el aspecto fundamental
en que se basa la actualización de la conducta ilícita es la existencia de un nexo causal entre la
lesión y la muerte de la víctima, sin importar el tiempo transcurrido entre el día en que se origina la
lesión y aquel en que acontece el deceso, pues ello dependerá de diversos factores naturales,
físicos e incluso químicos, que no puede determinar certera y razonablemente el legislador, ya que
se limitaría la efectividad de la norma penal. Esto es, del artículo 124 del Código Penal para el
Distrito Federal se advierte que el parámetro que sirve al legislador para considerar una conducta
como constitutiva del delito de homicidio es la existencia de una lesión que cause la muerte del
sujeto pasivo, pues es precisamente el resultado el que lleva a considerar actualizado dicho ilícito,
no así el tiempo que tarde en producirse, ya que atento a las circunstancias de los casos
particulares, una misma lesión producida en diversas personas puede tener muchos y variados
efectos, por lo que el tiempo en que pudiera traer como consecuencia la muerte no puede ser
medido y establecido con exactitud en una norma que no prevé un tipo penal, sino que regula la
valoración causal de las lesiones mortales. Por lo anterior, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación abandona el criterio contenido en la tesis P. VIII/95, de rubro: "LESIONES, LA
OMISIÓN EN EL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN DE PREVER UN PLAZO
DENTRO DEL CUAL SE DEBEN TENER COMO MORTALES, VIOLA LAS GARANTÍAS DE
EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY Y DE OBSERVANCIA DE LAS FORMALIDADES ESENCIALES
DEL PROCEDIMIENTO."
  
  
Amparo directo en revisión 947/2011. 10 de enero de 2013. Mayoría de diez votos. Disidente: Olga
Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Jaime
Santana Turral.
 
El Tribunal Pleno, el dieciocho de abril en curso, aprobó, con el número XXIII/2013 (10a.), la tesis
aislada que antecede. México, Distrito Federal, a dieciocho de abril de dos mil trece.
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Nota: La presente tesis abandona el criterio sostenido en la diversa P. VIII/95, de rubro:
"LESIONES, LA OMISIÓN EN EL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN DE PREVER
UN PLAZO DENTRO DEL CUAL SE DEBEN TENER COMO MORTALES, VIOLA LAS GARANTÍAS
DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY Y DE OBSERVANCIA DE LAS FORMALIDADES
ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO.", que aparece publicada en el Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo I, mayo de 1995, página 86.
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REDUCCIÓN DE LA PENA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 71 TER DEL CÓDIGO PENAL PARA EL
DISTRITO FEDERAL. LA INAPLICABILIDAD DE ESTE BENEFICIO PARA EL DELITO DE
HOMICIDIO DOLOSO QUE PREVÉ EL NUMERAL 123, EN RELACIÓN CON EL 18, PÁRRAFO
SEGUNDO, DEL MISMO ORDENAMIENTO, NO VIOLA EL ARTÍCULO 22 CONSTITUCIONAL.
  
  
El principio de proporcionalidad de las penas contenido en el artículo 22, párrafo primero, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consiste en que la gravedad de la pena
debe ser proporcional a la del hecho antijurídico y del grado de afectación al bien jurídico protegido;
de manera que las penas más graves deben dirigirse a los tipos penales que protegen los bienes
jurídicos más importantes. Ahora bien, atento a la naturaleza de la conducta consistente en la
privación de la vida a otro y a lo intolerable que ésta se vuelve para la sociedad, el legislador
consideró pertinente establecer que el beneficio de reducción de la pena, previsto en el artículo 71
Ter del Código Penal para el Distrito Federal, sea inaplicable tratándose del delito de homicidio -
doloso- establecido en el artículo 123, en relación con el 18, párrafo segundo, ambos del citado
código punitivo, pues la norma penal prohibitiva está dirigida a proteger el bien jurídico más valioso
de la sociedad que es la vida, por lo que no debe perderse de vista que el derecho a ésta impone al
legislador la obligación de garantizar el pleno, libre y efectivo ejercicio de ese derecho humano,
debiendo adoptar las medidas razonables necesarias para preservarlo y minimizar el riesgo de que
se pierda en manos de otros sujetos, así como las ineludibles para investigar efectivamente los
actos de privación de la vida. En ese sentido, la inaplicación establecida por el legislador del
beneficio de disminución de la pena de prisión por confesión del imputado tratándose del delito de
homicidio -doloso-, es apegada a derecho, pues en atención al bien jurídico salvaguardado -derecho
fundamental a la vida-, así como a las repercusiones que éste causa en la vida social que emanan
de su lesión o amenaza, y de las penalidades que el legislador fijó para quien cometa dicho ilícito,
se considera grave en proporción a la trascendencia de ese bien jurídico protegido, y por la
importancia y necesidad de que permanezca incólume, pues la gravedad del delito de homicidio
doloso o simple intencional, se encuentra determinada por el legislador al fijar las penas a imponer,
ya que precisó qué delitos deben ser considerados como graves por afectar de forma importante
valores fundamentales de la sociedad, como lo es el privar de la vida a otro. Consecuentemente, en
virtud de que el bien jurídico tutelado en el delito de homicidio goza de una amplia protección,
incluso constitucional, pues lo contempla como un derecho fundamental, sin el cual no cabe la
existencia ni disfrute de los demás derechos, aunado a la gravedad que implica dicho delito, es
adecuado que no se aplique el beneficio de disminución de la pena a ese ilícito.
  
  
Amparo directo en revisión 3192/2013. 29 de enero de 2014. Mayoría de cuatro votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Olga Sánchez Cordero de
García Villegas y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien reservó
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su derecho para formular voto particular. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas.
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 25 de abril de 2014 a las 09:32 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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HOMICIDIO CALIFICADO. EL ARTÍCULO 245, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO PENAL PARA EL
ESTADO DE MÉXICO QUE PREVÉ COMO AGRAVANTE LA VENTAJA, NO VIOLA EL PRINCIPIO
FUNDAMENTAL DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY EN MATERIA PENAL EN SU VERTIENTE
DE TAXATIVIDAD.
  
  
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que el artículo 14,
párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece el derecho
fundamental a la exacta aplicación de la ley en materia penal, el cual prohíbe integrar un delito o
una pena por analogía o por mayoría de razón, y en su vertiente de taxatividad exige que los textos
que contengan normas sancionadoras describan las conductas típicas a un grado tal que el
ciudadano pueda identificar lo que es objeto de la prohibición. En ese sentido, el artículo 245,
fracción II, del Código Penal para el Estado de México, al prever como calificativa del delito de
homicidio, entre otras, el hecho de que se cometa con ventaja cuando el inculpado no corra riesgo
alguno de ser muerto o lesionado por el ofendido, no viola el principio fundamental de exacta
aplicación de la ley en materia penal, en su vertiente de taxatividad, pues permite obtener el
significado de sus componentes sin confusión alguna (ya sea desde un lenguaje natural o, incluso
jurídico), pues deduce la existencia de una superioridad ejercida por el activo de tal magnitud que
anule la posibilidad de que la víctima pueda causarle algún daño físico, por lo que la calificativa
referida es clara y no requiere del empleo de alguna técnica de integración de las normas para su
comprensión.
  
  
Amparo directo en revisión 1108/2014. 22 de abril de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez
Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.
Secretario: Saúl Armando Patiño Lara.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 03 de julio de 2015 a las 09:15 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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FEMINICIDIO. EL ARTÍCULO 153-A DEL CÓDIGO PENAL DEL ESTADO DE GUANAJUATO, QUE
TIPIFICA EL DELITO DE HOMICIDIO POR CUESTIONES DE GÉNERO, NO TRANSGREDE LOS
DERECHOS FUNDAMENTALES DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN ENTRE EL VARÓN Y
LA MUJER.
  
  
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el análisis de
constitucionalidad para establecer si un trato diferenciado es discriminatorio, requiere lo siguiente: 1)
determinar si la finalidad es objetiva y constitucionalmente válida, en razón de que los medios
escogidos por el legislador no sólo deben guardar relación con los fines buscados por la norma, sino
compartir su carácter de legitimidad; 2) examinar la racionalidad de la medida, esto es, que exista
una relación de índole instrumental entre los medios utilizados y el fin pretendido; y, 3) valorar que
se cumpla con una relación de proporcionalidad, la cual propiamente sopesa la relación de medios
afines, para determinar si en aras de un fin constitucionalmente válido no se afectan innecesaria o
excesivamente otros bienes o derechos protegidos por la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, verificando, en su caso, si pudiera existir alguna vía menos gravosa para el
derecho. Ahora bien, el artículo 153-a del Código Penal del Estado de Guanajuato, que prevé que
habrá feminicidio cuando la víctima del homicidio sea mujer y la privación de la vida se cometa por
razones de género, las cuales están establecidas en el propio precepto, responde a una finalidad
constitucional, pues busca lograr un mayor alcance y protección de los derechos de las mujeres, en
especial, el derecho a vivir libres de cualquier tipo de violencia, de forma que las conductas
delictivas que atenten contra su vida, deben estar sustentadas y motivadas en razones de género.
Esto es, el legislador estatal, en aras de crear mecanismos jurídicos para que no se atente contra la
vida de las mujeres, adicionó al código referido la descripción típica de feminicidio, con lo que
reconoció que estas conductas afectan no sólo la vida, la integridad física, psíquica y la libertad
sexual, sino que también son cometidas con base en la discriminación y subordinación implícita
contra las mujeres, es decir, por razones de género; de ahí que el citado precepto legal constituye
una medida objetiva y racional, ya que se garantiza la equidad al establecer mecanismos de
protección a la integridad de las mujeres que han sufrido violencia. Además, aun cuando la
tipificación del delito de feminicidio en el artículo impugnado sólo está dirigida al género "mujer", la
distinción no es ofensiva, pues tiende a equilibrar el ejercicio de los derechos civiles, políticos,
económicos, sociales y culturales y, por ende, cumple con el requisito de proporcionalidad, al
generar la misma situación jurídica para todas las mujeres que se ubiquen en dicha hipótesis. Por
tanto, el citado precepto legal, al tipificar el delito de homicidio por razones de género, no transgrede
los principios de igualdad y no discriminación entre el varón y la mujer, contenidos en los artículos
1o. y 4o. de la Constitución Federal.
  
  
Amparo directo en revisión 652/2015. 11 de noviembre de 2015. Cinco votos de los Ministros Arturo
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Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quienes reservaron su derecho para formular
voto concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina
Cienfuegos Posada.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 11 de marzo de 2016 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.
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HOMICIDIO. LA AGRAVANTE PREVISTA EN EL ARTÍCULO 126 DEL CÓDIGO PENAL PARA EL
ESTADO DE CHIHUAHUA, CUANDO LA VÍCTIMA SEA DEL SEXO FEMENINO, ES
DISCRIMINATORIA POR NO CONTENER EL ELEMENTO FINALISTA CONSISTENTE EN QUE
EL CRIMEN SE HAYA COMETIDO POR RAZÓN DE GÉNERO.
  
  
La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer,
define la violencia contra la mujer como "cualquier acción o conducta, basada en género, que cause
muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como
en el privado". En esa lógica, la protección específica a la que alude dicho instrumento internacional
consiste en actuar contra la violencia que, como manifestación de la discriminación, la situación de
desigualdad y las relaciones de poder entre hombres y mujeres, se ejerce en razón de género. Por
su parte, el artículo 126 del Código Penal para el Estado de Chihuahua, establece una agravante
para el delito de homicidio cuando la víctima sea del sexo femenino. Si bien se advierte que dicho
precepto persigue una finalidad imperiosa, como es garantizar el efectivo cumplimiento y respeto del
derecho humano de las mujeres a una vida libre de violencia y discriminación, la distinción que
realiza con apoyo en la categoría sospechosa de sexo no está directamente conectada con dicho
fin. Lo anterior, toda vez que su formulación es sobreinclusiva, pues comprende conductas que no
están vinculadas necesariamente con privar de la vida a una mujer en razón de género, pero las
sanciona igualmente. Es decir, se centra únicamente en el sexo del sujeto pasivo, omitiendo el
elemento finalista consistente en que el homicidio sea perpetrado en razón de género. En este
orden de ideas, el precepto resulta discriminatorio, ya que su articulación no logra conducir
adecuadamente a la finalidad buscada, pues para determinar si el homicidio de una mujer fue
cometido en razón de género, no basta con identificar el sexo de la víctima, sino que se requiere
conocer la motivación y el contexto del crimen.
  
  
Amparo directo en revisión 5267/2014. 9 de marzo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, en el que se aparta de las
consideraciones contenidas en la presente tesis; José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó
su derecho para formular voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Gabino
González Santos y Luz Helena Orozco y Villa.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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HOMICIDIO POR RAZÓN DE GÉNERO. PARA DETERMINAR TAL CIRCUNSTANCIA, NO BASTA
CON IDENTIFICAR EL SEXO DE LA VÍCTIMA, PUES ES NECESARIO CONOCER LA
MOTIVACIÓN Y EL CONTEXTO EN EL QUE OCURRIÓ EL CRIMEN.
  
  
Para determinar si el homicidio de una mujer fue cometido en razón de su género, no basta con
identificar el sexo de la víctima, sino que se requiere conocer la motivación y el contexto del crimen,
pues es lo que revela si la privación de la vida constituye una manifestación de la discriminación, la
situación de desigualdad y las relaciones de poder entre hombres y mujeres. Esta Primera Sala
reconoce que tal reconstrucción no está exenta de dificultades probatorias, pero de dicha
circunstancia no debiera derivarse la presunción de que todo daño infligido a una mujer tuvo como
motivación su género o que se desarrolló en un contexto de dominación, pues la misma no es
solamente epistemológicamente falsa, sino constitucionalmente inadmisible; máxime cuando tal
conclusión trae como consecuencia una calificativa en la actualización de la agravante del tipo penal
de homicidio.
  
  
Amparo directo en revisión 5267/2014. 9 de marzo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, en el que se aparta de las
consideraciones contenidas en la presente tesis; José Ramón Cossío Díaz, Norma Lucía Piña
Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó
su derecho para formular voto particular. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Gabino
González Santos y Luz Helena Orozco y Villa.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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REPARACIÓN DEL DAÑO EN EL DELITO DE HOMICIDIO. ASPECTOS QUE DEBE
CONSIDERAR EL JUZGADOR AL INDIVIDUALIZAR LA SANCIÓN PECUNIARIA, APLICADA
COMO PENA PÚBLICA.
  
  
El concepto de reparación del daño al que se refiere el artículo 20, apartado C, fracción IV, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, constituye un derecho humano reconocido
en los órdenes jurídicos nacional e internacional en favor de aquellas personas que se ubiquen en el
supuesto fáctico de víctimas u ofendidos por la comisión de un hecho constitutivo de delito que
sanciona la ley penal. En ese sentido, si el bien jurídico tutelado en el delito de homicidio es la vida
humana y este valor no puede restituirse efectivamente en dinero, la norma laboral que
subsidiariamente fijó el legislador en el numeral 47 del Código Penal para el Distrito Federal,
permite al juzgador individualizar la sanción pecuniaria, aplicada como pena pública, tomando en
consideración las pruebas que, en su caso, aporte la interesada, en la inteligencia de que
comprende la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio, en los sentimientos, afectos, vida
privada u otros elementos que integran el aspecto moral de los dependientes económicos o
derechohabientes de la víctima, así como los gastos funerarios efectuados, las erogaciones
realizadas para tratar de restablecer estados de salud y otros más, que sólo las circunstancias del
caso pueden determinar y que son consecuencia directa e inmediata de la comisión del ilícito.
  
  
Amparo directo en revisión 3166/2015. 18 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los
Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente:
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente:
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Horacio Vite Torres.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 02 de septiembre de 2016 a las 10:11 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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REPARACIÓN DEL DAÑO EN EL DELITO DE HOMICIDIO. EL ARTÍCULO 502 DE LA LEY
FEDERAL DEL TRABAJO, AL PREVER LA INDEMNIZACIÓN QUE SE IMPONE COMO SANCIÓN
PECUNIARIA POR SU COMISIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD
RECONOCIDO EN EL ARTÍCULO 22, PÁRRAFO PRIMERO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
  
  
El legislador cumple con el principio constitucional referido al proporcionar un marco penal abstracto
que permita al juzgador individualizar la pena teniendo en cuenta las circunstancias concretas de
cada caso. El artículo 47 del Código Penal para el Distrito Federal, para individualizar la pena
relativa a la reparación del daño, tratándose de delitos que afectan la vida o la integridad corporal,
prevé la aplicación supletoria de la Ley Federal del Trabajo, en cuyo artículo 502 se dispone que, en
caso de muerte del trabajador, la indemnización que corresponda a las personas a que se refiere el
artículo 501 de la propia ley será la cantidad equivalente al importe de cinco mil días de salario. Ese
parámetro mínimo fue fijado por el legislador en atención a los salarios que dejarán de percibir los
familiares o dependientes económicos de la víctima durante un tiempo determinado, con la finalidad
de reparar las consecuencias que las infracciones produjeron; por ello, se establece ese monto
como pago de una indemnización como compensación por los daños ocasionados. Tampoco fijó un
monto máximo como concepto de indemnización derivado de la pérdida de la vida de una persona,
toda vez que dicho monto es susceptible de variar, atento a los medios de prueba que obren dentro
de la causa penal y que acrediten que deba imponerse una cantidad mayor; circunstancia que
permite al juzgador verificar la cantidad aplicable como sanción pecuniaria al individualizar la pena
relativa a la reparación del daño. Consecuentemente, el artículo 502 de la Ley Federal del Trabajo,
al prever la indemnización que se impone como sanción pecuniaria por la comisión del delito de
homicidio, no viola el principio de proporcionalidad reconocido en el artículo 22, párrafo primero, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al constituir una pena que se adecua a la
gravedad de la conducta que afecta el bien jurídico tutelado (la vida de las personas), en su
gradualidad más alta a la afectación de su integridad física.
  
  
Amparo directo en revisión 3166/2015. 18 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los
Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho para formular voto concurrente. Disidente:
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente:
José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Horacio Vite Torres.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 02 de septiembre de 2016 a las 10:11 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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REPARACIÓN DEL DAÑO EN EL DELITO DE HOMICIDIO. LOS ARTÍCULOS 47 DEL CÓDIGO
PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, Y 502 DE LA
LEY FEDERAL DEL TRABAJO, NO VIOLAN LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y DE
SEGURIDAD JURÍDICA.
  
  
Los preceptos citados al establecer, respectivamente, que tratándose de delitos que afecten la vida
o la integridad corporal, el monto de la reparación del daño no podrá ser menor del que resulte de
aplicar las disposiciones relativas de la Ley Federal del Trabajo, y que en caso de muerte del
trabajador, la indemnización que corresponda a las personas a que se refiere el artículo 501 del
mismo ordenamiento, será la cantidad equivalente al importe de cinco mil días de salario, sin
deducir la indemnización que percibió el trabajador durante el tiempo en que estuvo sometido al
régimen de incapacidad temporal, no violan los principios de legalidad y de seguridad jurídica, aun
cuando no establezcan literalmente a qué artículo de la Ley Federal del Trabajo debe remitirse para
poder calcularse el monto de la indemnización que se impone como sanción pecuniaria por la
comisión del delito de homicidio, toda vez que de las disposiciones de dicha ley que contemplan los
daños causados al ofendido tratándose de delitos que afectan la vida o la integridad corporal, se
advierte que establecen que debe referirse al artículo 502 de la Ley Federal del Trabajo.
  
  
Amparo directo en revisión 24/2018. Javier Moncada Jiménez. 18 de abril de 2018. Mayoría de
cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de diciembre de 2018 a las 10:19  horas  en el Semanario
Judicial de la Federación.
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DELITO DE HOMICIDIO. QUEDA EXCLUIDO DEL FUERO MILITAR PREVISTO EN EL ARTÍCULO
13 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
  
  
Cuando se trate del delito de homicidio previsto y sancionado en el Código Penal Federal, cuya
conducta delictiva se haya verificado en el desarrollo de una actividad castrense dentro de las
instalaciones militares y los sujetos activo y pasivo tenían esa calidad al momento de los hechos, se
debe precisar, a quién corresponde conocer del asunto, si a una autoridad civil o militar. Se
considera que la competencia para conocer del asunto, por razón de fuero, se surte a favor de una
autoridad civil. Ello, porque la naturaleza jurídica del homicidio impide que pueda existir una estricta
conexión con la disciplina militar, en atención a que el bien jurídico que se pretende proteger es la
vida, como uno de los bienes más preciados para el ser humano y para la sociedad, sin que guarde
relación alguna con los bienes jurídicos propios del orden militar o con algún tipo de afectación a los
mismos. Lo anterior es así, porque el Tribunal Pleno ha considerado en diversos precedentes que el
fuero militar sólo es competente para conocer de los delitos y faltas que, por su propia naturaleza,
atenten de manera directa contra la disciplina militar, cometidos por militares en activo, siempre y
cuando se realicen en actos del servicio y no esté involucrado un civil o se trate de violaciones de
derechos humanos, pues aun cuando se pudiera creer que cualquier conducta irregular perpetrada
por un militar en activo pudiera afectar la disciplina castrense, dando lugar a la posible comisión de
un delito militar, ello no es así, porque para que esa conducta pueda reputarse como constitutiva de
un delito materia del fuero de guerra, debe existir una conexión directa entre aquélla y la disciplina
castrense objetivamente valorada (principio organizativo de las fuerzas armadas); tampoco resulta
un factor determinante la circunstancia de que se introduzca cualquier descripción típica en el
Código de Justicia Militar, para creer que con esa sola incorporación formal se diera lugar a la
existencia de esa estricta conexión, pues actuar de manera contraria haría nugatorio el carácter
restrictivo o excepcional de ese fuero, retrotrayéndolo a una posición meramente subjetiva, donde el
elemento relevante para su delimitación sea la calidad de los sujetos involucrados o la tipificación en
un ordenamiento sustantivo de índole militar.
  
  
Amparo en revisión 14/2018. Gerardo Andrés Ramírez Chao. 23 de mayo de 2018. Cinco votos de
los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien formuló voto concurrente, José Ramón Cossío
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto concurrente
en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis y Norma Lucía Piña
Hernández. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz. 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2020 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. X/2020 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 25 de 26 Fecha de impresión 18/04/2023



Semanario Judicial de la Federación

Pág. 26 de 26 Fecha de impresión 18/04/2023

Suprema Corte 
de Justicia de la Nación 


